
 201 

 

SOBRE LA MUTACIÓN DEL PRINCIPIO  

DE LA SEPARACIÓN DE PODERES  

EN LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL 

Allan R. Brewer-Carías 
Profesor de la Universidad Central de Venezuela 

Resumen: Este comentario tiene por objeto analiza la jurisprudencia 
reciente del Tribunal Supremo de Justicia en la cual se pretende despo-
jar al principio de separación de poderes de su esencia como principio 
de limitación del Poder del Estado como garantía de libertad y reducirlo 
a un mero principio técnico de organización del Estado  
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Abstract:  This comment is intended to analyze the jurisprudence of the 
Supreme Tribunal of Justice, tending to strip the principle of separation 
of powers its essential character of being a principle of limitation of 
power as a guaranty of freedom, and the intent to reduce it to a simple 
State’s organization principle. 
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I.  LA TRADICIÓN JURISPRUDENCIAL SOBRE EL PRINCIPIO DE LA SEPARA-
CIÓN DE PODERES 

El principio de la separación de poderes ha tenido un tratamiento jurisprudencial cons-
tante en Venezuela, habiendo sido considerado como uno de los principios fundamentales del 
ordenamiento constitucional.1  

Por ejemplo, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en la sentencia No. 1368 de 

13 de agosto de 2008, al declarar sin lugar una acción que se había intentado contra un acto 
de gobierno de 1984 mediante el cual el Presidente de la Republica había concedido un indul-
to, al analizar el vicio de “usurpación de funciones” que el Fiscal General de la República le 
había imputado al mismo al considerar que el Poder Ejecutivo no había respetado “la sepa-
ración de funciones” establecida en la Constitución (artículos 117, 118 y 119, Constitución 
de 1961; y artículos 136, 137 y 138 de la Constitución de 1999) señaló que:  

“los tres principios básicos sobre los cuales se sustenta el ordenamiento jurídico constitucio-
nal, pueden ser resumidos en los siguientes: a) El de competencia, que actúa como un ins-
trumento ordenador del ejercicio del poder una vez que éste es legitimado; b) El de separa-
ción de poderes, dejando a salvo la necesaria coordinación entre los mismos, así como el 
ejercicio de ciertas funciones que no siéndoles esenciales les cumple realizar naturalmente, 

                                            
1
  Véase Allan R. Brewer-Carías, Los Principios fundamentales del derecho público (Constitu-

cional y Administrativo), Editorial Jurídica venezolana, Caracas 2005, pp. 67 y ss. 
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con base al cual funciona un mecanismo de balance en la división del poder y de mutuos 
controles o contrapesos entre los órganos que lo ejercen; y c) El principio de ejercicio del 
poder bajo la ley, elemento esencial del Estado de Derecho y del sistema democrático, con-
forme al cual son excluidas la autocracia y la arbitrariedad (sentencia n° 457/2001, del 5 de 
abril).”2  

Sobre estos principios “fundamentales al Estado de Derecho,” la Sala constató que “exi-
gen la distribución de funciones entre diversos órganos y la actuación de éstos con referencia 

a normas prefijadas, ya sea como un modo de interdicción de la arbitrariedad o como meca-
nismos de eficiencia en el cumplimiento de los cometidos del Estado (sentencia N° 457/2001, 
del 5 de abril);” considerando que “la división del poder no es un principio ideológico, propio 
de la democracia liberal, sino un principio técnico del cual depende la vigencia de la seguri-
dad jurídica como valor fundante del derecho y como proyecto de regulación de la conducta 
social (sentencia N° 1.309/2001, del 19 de julio).”  

Sin duda, uno de los principios fundamentales del derecho público venezolano, ratifica-
do en la Constitución de 1999, es el de la división horizontal o separación orgánica de pode-
res,3 que origina órganos independientes y autónomos entre sí, que ejercen las diversas ramas 
del Poder Público: Legislativa, Ejecutiva, Judicial, Ciudadana y Electoral.  

La Constitución de 1999, en efecto, adoptó un novedoso sistema de separación orgánica 
del Poder Público Nacional, al hacerlo entre cinco Poderes, agregando a los tradicionales 

Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, dos nuevos, los Poderes Ciudadano y Electoral. Por 
tanto, en el nivel nacional se distinguen cinco ramas del Poder Público: el Poder Legislativo 
Nacional, el Poder Ejecutivo Nacional, el Poder Judicial, el Poder Ciudadano y el Poder 
Electoral, correspondiendo su ejercicio a cinco complejos orgánicos diferenciados y separa-
dos. Estos son, respectivamente, la Asamblea Nacional; el Presidente, sus Ministros y el resto 
de los órganos del denominado “Ejecutivo Nacional”; el Tribunal Supremo de Justicia y los 

demás tribunales de la República, así como la Dirección Ejecutiva de la Magistratura y los 
otros órganos de gobierno y administración del Poder Judicial; el Ministerio Público o Fiscal-
ía General de la República, la Contraloría General de la República y la Defensoría del Pue-
blo; y el Consejo Nacional Electoral, sus Comisiones y Juntas. Estos cinco conjuntos orgáni-
cos se encuentran separados, son autónomos e independientes entre sí, y cada uno de ellos 
tiene sus competencias constitucionales y legales específicas.  

La otrora clásica división del poder entre las ramas Legislativa, Ejecutiva y Judicial, en 
efecto, ya se había roto en el constitucionalismo moderno desde el Siglo XX, de manera que 
en general, el Poder Público se ejercía, además de por los órganos que componían las tres 
clásicas ramas, por otra serie de órganos que progresivamente habían sido constitucionaliza-
dos y dotados de autonomía funcional (Contraloría general de la república, Ministerio Públi-
co, Consejo Supremo Electoral), y que en el caso de Venezuela, en 1999 se erigieron como 

                                            
2
   Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Agosto/1368-130808-01-2503.htm 

3
  Véase en general, Manuel García Pelayo, “La división de poderes y la Constitución Venezo-

lana de 1961,” en Libro Homenaje a Rafael Caldera: Estudios sobre la Constitución, Tomo III, Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1979, pp. 1403 y 1420; 
Hildegard Rondón de Sansó, “La separación de los poderes en Venezuela,” en Libro Homenaje a Rafael 
Caldera: Estudios sobre la Constitución, Tomo III, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universi-
dad Central de Venezuela, Caracas 1979, pp. 1369-1403.  
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ramas formales del Poder Público.4 Es el caso del Poder Ciudadano, que integra los ya clási-
cos órganos constitucionales de control (Art. 273), como la Contraloría General de la Re-
pública (Art. 267); el Ministerio Público: (Art. 284) y la Defensoría del Pueblo (Art. 280); y 
del Poder Electoral, que ejerce el Consejo Nacional Electoral (Art. 293). En la Constitución 
de 1999, en todo caso, se eliminó el Consejo de la Judicatura, que también era un órgano 
constitucional con autonomía funcional, atribuyéndose las funciones de gobierno y adminis-

tración de la rama judicial al Tribunal Supremo de Justicia (Art. 267). 

Por otra parte, la separación orgánica de poderes, particularmente en cuanto a las rela-
ciones entre los mismos a los efectos de la conducción política de la sociedad, dio origen y 
configuró el sistema presidencial de gobierno, pero con una desmedida sujeción y distorsión 
parlamentaria, que al menos en la Constitución de 1999, hace que si el Presidente no controla 
políticamente la Asamblea, el sistema de gobierno es difícil que pueda funcionar.5 

II.  LA SEPARACIÓN DE PODERES Y LAS FUNCIONES DEL ESTADO 

En todo caso, en cuanto a la separación de poderes, la configuración del principio en la 
Constitución como instrumento de organización del Estado, responde a cierto grado de flexi-
bilidad, tal como lo señaló la antigua Corte Suprema en el sentido de que “si bien cada uno 

de ellos tiene definida su propia esfera de acción: el Legislativo, para dictar la ley, reformarla 
y revocarla; el Ejecutivo, para ejecutarla y velar por su cumplimiento; y el Judicial, para 
interpretarla, y darle aplicación en los conflictos surgidos, la demarcación de la línea diviso-
ria entre ellos no es excluyente, ya que en muchos casos esos poderes ejercen funciones de 
naturaleza distinta de las que privativamente le están atribuidas”6. El principio, ciertamente, 
impide a unos órganos invadir las competencias propias de otro,7 pero no les impide ejercer 

funciones de naturaleza similar a las de otros órganos. 

La antigua Corte Suprema, en este sentido, inclusive fue aún más clara y terminante al 
señalar que:  

                                            
4
  Conforme lo ha señalado la sentencia Nº 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nulidad artí-

culos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, la “redistribución orgánica del Poder Público” 
que establece la Constitución obedece, “según la Exposición de Motivos de la Constitución de 1999, a la 
necesidad de otorgar independencia y autonomía funcional a los órganos que están encargados de des-
arrollar determinadas competencias, especialmente las de ejecución de “procesos electorales, así como 
el de la función contralora y la defensa de los derechos humanos”. Véase en Gaceta Oficial Nº 38.120 
de 02-02-2005. 

5
  Quizás por ello en la Exposición de Motivos de la Constitución se calificó el sistema de go-

bierno en la Constitución, en nuestro criterio incorrectamente como un “sistema semipresidencial.” 
Véase en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, Edito-
rial Jurídica Venezolana, Caracas 2004, Tomo I, pp. 437 y ss., y Tomo II, p. 1146. 

6
  Véase la sentencia de la antigua Corte Federal de 19-6-53 en Gaceta Forense, N° 1, Caracas 

1953, p. 77. En otra sentencia, al referirse a las funciones estatales, la Corte las diferenció así: “No 
realiza una función creadora dentro del ordenamiento jurídico, que es la función legislativa, ni conoce ni 
decide acerca de las pretensiones que una parte esgrime frente a la otra, que es la función judicial; sino 
que es sujeto de derecho, titular de intereses, agente propio de la función administrativa”. Véase Senten-
cia de 18-7-63 de la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa, en Gaceta Fo-
rense, N° 41, Caracas 1963, p. 116. 

7
  Cfr. Sentencia de la antigua Corte Federal y de Casación en Corte Plena de 26-5-51 en Gaceta 

Forense, N° 8, Caracas 1952, p. 114 y Sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia en Corte Plena 
de 12-6-68 en publicación del Senado de la República, 1968, p. 201. 
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“Lejos de ser absoluto el principio de la separación de los poderes, la doctrina reconoce y se-
ñala el carácter complementario de los diversos organismos a través de los cuales el Estado 
ejerce sus funciones; de suerte que unos y otros, según las atribuciones que respectivamente 
les señalan las leyes, realizan eventualmente actos de índole distinta a las que por su natura-
leza les incumbe”. “La doctrina establece que la división de poderes no coincide plenamente 
con la separación de funciones, pues corrientemente se asignan al Poder Legislativo potesta-
des típicamente administrativas y aun jurisdiccionales y al Poder judicial funciones adminis-
trativas, como en el caso del nombramiento de jueces que hace este mismo tribunal y de la 
firma de libros de comercio o de registro civil que hacen los jueces de instancia; y a la inver-
sa, se atribuyen al Poder Ejecutivo, funciones legislativas como la reglamentación, parcial o 
total de las leyes, sin alterar su espíritu, propósito o razón, que es considerada como el ejem-
plo más típico de la actividad legislativa del Poder Ejecutivo, por mandato del numeral 10 
del artículo 190 de la Constitución Nacional; toda vez que el Reglamento es norma jurídica 
de carácter general dictado par la Administración Pública para su aplicación a todos los suje-
tos de derecho y en todos los casos que caigan dentro de sus supuestos de hecho. En otros ca-
sos la autoridad administrativa imparte justicia, decide una controversia entre partes litigan-
tes en forma similar a como lo hace la autoridad judicial.”8 

De acuerdo con esta doctrina, que compartimos, entonces, la separación de poderes ha 
de entenderse en el sistema venezolano, en primer lugar, como una separación orgánica entre 

los órganos de cada rama del Poder Público; y en segundo lugar, como una asignación de 
funciones propias a cada uno de dichos órganos; pero nunca como una separación de funcio-
nes atribuidas con carácter exclusivo a los diversos órganos. Al contrario, además de sus 
funciones propias, los órganos del Estado realizan funciones que por su naturaleza son seme-
jantes a las funciones asignadas a otros órganos. En otras palabras, mediante este principio se 
reserva a ciertos órganos el ejercer una función en una forma determinada (funciones pro-

pias), lo que no excluye la posibilidad de que otros órganos ejerzan esa función en otra 
forma. 

Por tanto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 136 de la Constitución, la asigna-
ción de funciones propias a los órganos que ejercen los Poderes Públicos, no implica que 
cada uno de los órganos del Estado siempre tenga el ejercicio exclusivo de alguna función 
estatal específica. Tal como lo reconoció la Sala Constitucional en sentencia Nº 3098 del 13 

de diciembre de 2004 (Caso: Nulidad de  artículos de la Ley Orgánica de la Justicia de Paz): 

“No escapa a la Sala que, tal como argumentó en este juicio la representación de la Asamblea 
Nacional, el principio de separación de poderes que recoge el artículo 136 de nuestro Texto 
Fundamental, de idéntica manera a como lo establecía el artículo 118 de la Constitución de 
1961, no implica, ni mucho menos, una división rígida de órganos y funciones, sino que, co-
mo la misma norma predica, “cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funciones 
propias, pero los órganos a los que incumbe su ejercicio colaborarán entre sí en la realización 
de los fines del Estado.” 

Principio de colaboración de los Poderes Públicos que lleva a un control mutuo entre poderes 
y, en definitiva, admite, hasta cierto punto, un confusión funcional entre ellos, es decir, que 
cada una de las ramas del Poder Público puede ejercer excepcionalmente competencias que, 
por su naturaleza, corresponderían, en principio, a las otras y de allí que la Administración 
Pública cuente con potestades normativas (Vgr. la potestad reglamentaria) y jurisdiccionales 

                                            
8
  Esta doctrina fue establecida en Sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala 

Político Administrativa de 18-7-63 en Gaceta Forense N° 41, Caracas 1963, pp. 116 y 117, y ratificados 
por la misma Corte y Sala en Sentencias de 27-5-68 en Gaceta Forense N° 60, Caracas 1969, pp. 115 a 
118, y de 9-7-69 en Gaceta Forense N° 65, Caracas 1969, pp. 70 a 74. 
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(Vgr. resolución de conflictos entre particulares) y los órganos deliberantes y judiciales cum-
plan ciertas funciones típicamente administrativas (Vgr. la organización interna de sus de-
pendencias y la potestad disciplinaria respecto de sus funcionarios, entre otras).”9  

La Sala Constitucional, ha considerado el principio de la separación de poderes como 
una de los principios tradicionales del derecho público venezolano10 al afirmar en 2009, que 
el Constituyente de 1999:  

“ha ensayado una distribución del Poder Público en niveles político-territoriales, así como 
una división en cada nivel. Esta distribución y división se cumplen mediante una asignación 
de tareas de diverso orden. Hay, por supuesto, potestades (legislar o resolver conflictos me-
diante actos con autoridad de cosa juzgada), tareas (satisfacer en lo concreto necesidades 
públicas), fines (denunciar la violación de derechos fundamentales), que caracterizan a di-
chos conjuntos de órganos. Pero ello no debe confundir al estudioso o al intérprete. En algu-
nos casos, los efectos del acto que se emite sólo son propios de un grupo de órganos (la cosa 
juzgada); en otros la potestad es exclusiva (dirigir las relaciones exteriores de la República); 
y en no menor medida, la potestad es de uso común, aunque puede darse el caso que domine 
las tareas de un órgano en particular (por ejemplo, el control de la Administración Pública 
que comparten tanto la Asamblea Nacional como la Contraloría General de la República). 
Pero de lo que no caben dudas es que todos los Poderes, según el caso, comparten mecanis-
mos, instrumentos, métodos y fines. El Poder Legislativo nacional no sólo legisla, sino que 
también controla, con lo cual se acerca a la función contralora y a la judicial al mismo tiempo 
(art. 187.3); interviene en la discusión y aprobación del presupuesto, lo que ha sido cataloga-
do como una tarea propia de la Administración (187.6), e interviene en el proceso judicial de 
destitución del Presidente de la República (art. 266.2). El Presidente de la República debe re-
gular el ejercicio del derecho que se restrinja mediante decretos de estado de excepción 
(236.7 y 339), con lo cual ejerce una potestad normativa; concede indultos, incidiendo así di-
rectamente en la función judicial (236.19). El Poder Ciudadano puede investigar y sancionar 
los hechos que atenten contra la ética pública y la moral administrativa, para lo cual tendrá 
que valerse de técnicas que se asemejan a las que utiliza el Poder Judicial (274). El Poder 
Electoral dicta Reglamentos, los cuales contienen normas, es decir, es una técnica similar a la 
que usualmente ejerce el Poder Legislativo (293.1). Por último, el Poder Judicial se subroga 
a la Administración Pública en los casos que resuelve la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.” 11 

De lo anterior señaló la Sala, con razón, que “estos son algunos ejemplos del uso común 
de ciertos mecanismos por parte de algunos o de todos los Poderes Públicos,” incluso sin 
referirse a “los medios en que los Poderes injieren en las tareas de los otros, que son abun-
dantísimos;” considerando que “basta con los mencionados para probar que nuestro orden 
jurídico constitucional no se caracteriza por asignar de forma exclusiva, excluyente u 

homogénea los métodos, técnicas o procedimientos que en general son los usuales de ciertos 
poderes públicos en el cumplimiento de sus fines.” 12 

Por ello concluyó la Sala, que la separación de poderes:  

                                            
9
  Sentencia Nº 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica de la Jus-

ticia de Paz) de 13-12-2004, en Gaceta Oficial Nº 38.120 de 02-02-2005 
10

  Véase Allan R. Brewer-Carías, Los Principios fundamentales del derecho público (Constitu-
cional y Administrativo), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2005, pp. 67 y ss. 

11
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html  

12
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html  



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 132/2012 

 

206 

“no supone una distribución homogénea, exclusiva o excluyente, o no en todos los casos, de 
tareas, potestades o técnicas entre los conglomerados de órganos del Poder Público. Por tan-
to, no podría juzgarse inconstitucional una norma por el sólo hecho de atribuir una potestad a 
un Poder que es típica de otra, sobre la base de la violación de un pretendido principio de se-
paración de poderes. Lo que corresponde en esos casos es examinar la particular regulación 
impugnada a la luz de la distribución que en concreto realiza el Constituyente. De su examen 
contrastante con la Constitución es que podría resultar la inconstitucionalidad de la norma 
porque, por ejemplo, se le hubiese atribuido al Poder Ciudadano la facultad de dictar senten-
cias con autoridad de cosa juzgada, o al Poder Judicial la potestad de gestionar servicios 
públicos, o al Legislador la de dirigir procesos electorales, o cuando se ponga en riesgo la au-
tonomía e independencia del alguno de dichos poderes. Allí en ese contexto vislumbra indu-
dablemente el principio de colaboración de poderes.” 13 

En otra parte de la sentencia, la Sala advirtió que: 

“la Constitución de 1999 no refleja una estructura organizativa en la que la distribución de 
tareas entre los distintos Poderes corra paralela a una asignación de potestades homogéneas, 
exclusivas o excluyentes entre los mismos. La Constitución, sin duda, distribuye tareas, atri-
buye potestades, distingue entre un Poder de otro, pero no establece para todos los casos que 
ciertos tipos de potestades sólo pueden ser ejercidas por un Poder en particular. La división 
de Poderes en tanto supone independencia de Poderes cumple una función político-
constitucional relevante, particularmente cuando de lo que se trata es de la autonomía del 
Poder Judicial. El Poder Judicial debe ser un árbitro independiente e imparcial. Pero ello no 
significa que sea el único árbitro. La Sala Constitucional tiene la potestad de interpretar la 
Constitución; pero ello no significa que sea su único intérprete. El Poder Legislativo tiene la 
potestad de dictar actos normativos con forma de Ley; pero no es el único órgano que produ-
ce actos normativos. ¿Por qué habría de ser la potestad de dirimir controversias exclusiva de 
un Poder en particular? Si bien han de haber ámbitos de las relaciones sociales en los cuales 
debe establecerse dicha exclusividad, ella no podría predicarse de todos los campos del que-
hacer social. Corresponderá en todo caso al Legislador determinar en cuáles circunstancias y 
en qué medida dicha potestad será exclusiva del Poder Judicial y en cuáles otros y en que 
medida dicha potestad será ejercida por cualesquiera otro Poder Público, siempre atendiendo 
a las exigencias de los derechos fundamentales, particularmente de los consagrados en los 
artículos 26, 49 y 253 de la Constitución.” 14 

Por último, a los efectos del tema de la universalidad del control jurisdiccional de la ac-
tividad del Estado, en sentencia N° 2208 de 28 de noviembre de 2007 (Caso Antonio José 

Varela y Elaine Antonieta Calatrava Armas vs. Proyecto de Reforma de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela), la Sala Constitucional indicó que el mismo  

“responde igualmente a la visión contemporánea del principio de separación de poderes, el 
cual comporta la noción de control del ejercicio del Poder Público entre sus órganos, para 
asegurar la sujeción del obrar público a reglas y principios del derecho y, evidencia que el re-
ferido principio tiene carácter instrumental, en tanto está destinado a hacer efectiva la suje-
ción de los órganos del Poder Público al bloque de la constitucionalidad. 

El arquetipo orgánico y funcional del Estado, según la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela, acoge una conceptualización flexible de la división de poderes que per-
mite que cada uno de los órganos que ejercen el Poder Público colaboren entre sí, surgiendo 
como consecuencia necesaria de esta característica, que la separación de funciones no coin-

                                            
13

  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html  
14

  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html  
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cida directamente con la división de poderes, encontrándose muchas veces en la actividad 
jurídica de los órganos del Estado que éstos ejerzan, además de las funciones que le son pro-
pias por orden constitucional, funciones que son características de otros Poderes. 

El principio de separación de poderes se sostiene, entonces en “(…) la identificación de la 
pluralidad de funciones que ejerce el Estado y que aun cuando modernamente no se conciben 
distribuidas de forma exclusiva y excluyente entre los denominados poderes públicos, sí 
pueden identificarse desarrolladas preponderante por un conjunto de órganos específicos, lo 
cual deja entrever la vigencia del principio de colaboración de poderes como un mecanismo 
de operacionalización del poder del Estado al servicio de la comunidad (…)” -Vid. Sentencia 
de esta Sala Nº 962/2006-, lo cual no sólo ha permitido, que órganos jurisdiccionales -
jurisdicción contencioso administrativa- dispongan lo necesario para el restablecimiento de 
las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad administrativa, según señala el 
artículo 259 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, sino que mediante 
la jurisdicción constitucional se garantice la plena vigencia de los principios y garantías que 
informan la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.” 15 

III.  LOS INTENTOS DE DESIDEOLOGIZACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA SEPARA-
CIÓN DE PODERES  

El principio de la separación de poderes, sin embargo, a pesar de su uso frecuente, ha 
venido siendo progresivamente desmantelado por la propia Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo, al reducirlo a un simple principio de organización, pretendiéndole quitar su base 
garantista de la libertad, de los derechos fundamentales y de la democracia,. 

Así, como antes destacamos, desde 2004 la Sala Constitucional ha afirmado que el prin-
cipio de la separación de poderes “no es un principio ideológico, propio de la democracia 
liberal, sino un principio técnico del cual depende la vigencia de la seguridad jurídica como 
valor fundante del derecho.” 16  

Con esta reducción de la separación de poderes a principio meramente técnico se ha pre-
tendido ignorar su valor esencial, precisamente como principio de la ideología de la demo-
cracia liberal, que lo considera esencial para la existencia de la propia democracia y la liber-
tad.  

Esa afirmación de la Sala Constitucional, en todo caso, no fue una afirmación inocente, 
sino que fue el comienzo de un viraje anti democrático de la jurisprudencia constitucional 

que llevó a la Sala cinco años después, a afirmar despectivamente en sentencia Nº 1049 de 23 
de julio de 2009,17 que “la llamada división, distinción o separación de poderes fue, al igual 
que la teoría de los derechos fundamentales de libertad, un instrumento de la doctrina liberal 
del Estado mínimo,” concebido no como “un mero instrumento de organización de los órga-
nos del Poder Público, sino un modo mediante el cual se pretendía asegurar que el Estado se 
mantuviera limitado a la protección de los intereses individualistas de la clase dirigente.” 

Descubrió así la Sala Constitucional, aún cuando distorsionándolo, el verdadero sentido 
de la separación de poderes, no sólo como mero instrumento de organización del Estado, sino 

                                            
15

  Citada en la sentencia, en Revista de Derecho Público, Nº 112, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2007, pp. 601-606. 

16
  Idem: Sentencia Nº 3098 de la Sala Constitucional (Caso: Nulidad artículos Ley Orgánica de 

la Justicia de Paz) de 13-12-2004, en Gaceta Oficial Nº 38.120 de 02-02-2005 
17

  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html  

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html
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como principio esencial de la democracia, la propia del Estado de derecho, para garantizar los 
derechos y libertades fundamentales, aún cuando por supuesto no sólo de “intereses indivi-
dualistas de la clase dirigente” como con sesgo ideológico la confina el Tribunal Supremo.  

Con este elemento “desideológizante” inserto en la jurisprudencia, en la cual incluso se 
califica al principio como un principio “conservador,”18 la Sala Constitucional luego co-
menzó a referirse al principio como “la llamada división, distribución o separación de pode-

res,” reafirmando su carácter instrumental en cuanto a que “no supone una distribución 
homogénea, exclusiva o excluyente, o no en todos los casos, de tareas, potestades o técnicas 
entre los conglomerados de órganos del Poder Público,” en el sentido de que “la Constitución 
de 1999 no refleja una estructura organizativa en la que la distribución de tareas entre los 
distintos Poderes corra paralela a una asignación de potestades homogéneas, exclusivas o 
excluyentes entre los mismos.” 19 

Lo cierto, en todo caso, es que a pesar de la instrumentalidad mencionada por la Sala 
Constitucional al referirse al principio de la separación de poderes, éste no es sólo un princi-
pio para la organización de los poderes del Estado, sino el fundamento para el control del 
poder, y particularmente, para el control judicial de la constitucionalidad y legalidad de los 
actos del Estado, a los efectos, como lo decía Montesquieu, de que el magistrado que tiene 
poder pueda abusar de él, para lo cual deben imponérsele límites, de manera que mediante la 

distribución del poder, “el poder limite al poder “y se evite que “se pueda abusar del poder.”  

Por ello es que el tema de la separación de poderes no se reduce a ser un tema de orden 
jurídico e instrumental para disponer la organización del Estado o para identificar los actos 
estatales, sino que es además, por supuesto, un tema de orden político constitucional, consi-
derado en el mundo contemporáneo como uno de los elementos esenciales de la democracia.  

Esta, en efecto, no es sólo elección y contiendas electorales, sino un sistema político de 

interrelación y alianza global entre los gobernados que eligen y los gobernantes electos, dis-
puesto para garantizar, por una parte, primero, que los representantes sean elegidos por el 
pueblo, y que puedan gobernar representándolo; segundo, que el ciudadano además, pueda 
tener efectiva participación política no limitada a la sola elección periódica; tercero, por sobre 
todo, un sistema donde el ser humano tiene primacía con él, su dignidad, sus derechos y sus 
libertades; cuarto, que el ejercicio del poder esté sometido a control efectivo, de manera que 

los gobernantes y gestores públicos sean controlados, rindan cuenta de su gestión y pueda 
hacérselos responsables; y quinto, como condición para todas esas garantías, que la organiza-
ción del Estado esté realmente estructurada conforme a un sistema de separación de poderes, 
con la esencial garantía de su independencia y autonomía, particularmente del poder judi-
cial.20  

                                            
18

  Véase sentencia de la Sala Constitucional N° 1683 de 4 de noviembre de 2008 (Caso: Defen-
soría del Pueblo), en Revista de Derecho Público, N° 116, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2008, 
pp. 222 y ss. 

19
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html  

20
  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Los problemas del control del poder y el autoritarismo en 

Venezuela,” en Peter Häberle y Diego García Belaúnde (Coordinadores), El control del poder. Homena-
je a Diego Valadés, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México, 
Tomo I, México 2011, pp. 159-188; “Sobre los elementos de la democracia como régimen político: 
representación y control del poder,” en Revista Jurídica Digital IURECED, Edición 01, Trimestre 1, 
2010-2011, en http://www.megaupload.com/?d=ZN9Y2W1R; “Democracia: sus elementos y compo-
nentes esenciales y el control del poder,” en Grandes temas para un observatorio electoral ciudadano, 

 

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html
http://www.megaupload.com/?d=ZN9Y2W1R
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La Carta Interamericana de Derechos Humanos de 2001, que es quizás uno de los ins-
trumentos internacionales más importantes del mundo contemporáneo -aún cuando lamenta-
blemente en desuso- en este sentido fue absolutamente precisa al enumerar dentro de los 
elementos esenciales de la democracia: primero, el respeto a los derechos humanos y las 
libertades fundamentales; segundo, el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de 
derecho; tercero, la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufra-

gio universal y secreto, como expresión de la soberanía del pueblo; cuarto, el régimen plural 
de partidos y organizaciones políticas, y quinto, la separación e independencia de los poderes 
públicos (art. 3). 

Concebida la democracia conforme a estos elementos esenciales, la misma Carta De-
mocrática los complementa con la exigencia de unos componentes esenciales de la misma, 
todos vinculados al control del poder, que son la transparencia de las actividades guberna-

mentales, la probidad y la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública; el respeto 
de los derechos sociales y de la libertad de expresión y de prensa; la subordinación constitu-
cional de todas las instituciones del Estado, incluyendo el componente militar, a la autoridad 
civil legalmente constituida, y el respeto al Estado de derecho por todas las entidades y secto-
res de la sociedad (Art. 4).  

Por todo ello es que el principio de la separación de poderes es tan importante para la 

democracia pues, en definitiva, del mismo dependen todos los demás elementos y componen-
tes esenciales de la misma. En efecto, en definitiva, sólo controlando al Poder es que puede 
haber elecciones libres y justas, así como efectiva representatividad; sólo controlando al 
poder es que puede haber pluralismo político; sólo controlando al Poder es que podría haber 
efectiva participación democrática en la gestión de los asuntos públicos; sólo controlando al 
Poder es que puede haber transparencia administrativa en el ejercicio del gobierno, así como 

rendición de cuentas por parte de los gobernantes; sólo controlando el Poder es que se puede 
asegurar un gobierno sometido a la Constitución y las leyes, es decir, un Estado de derecho y 
la garantía del principio de legalidad; sólo controlando el Poder es que puede haber un efecti-
vo acceso a la justicia de manera que ésta pueda funcionar con efectiva autonomía e indepen-
dencia; y en fin, sólo controlando al Poder es que puede haber real y efectiva garantía de 
respeto a los derechos humanos. De lo anterior resulta, por tanto, que sólo cuando existe un 

sistema de control efectivo del poder es que puede haber democracia, y sólo en esta es que 
los ciudadanos pueden encontrar asegurados sus derechos debidamente equilibrados con los 
Poderes Públicos. 

No es difícil, por tanto, que ha sido precisamente por la ausencia de una efectiva separa-
ción de poderes Venezuela, que la democracia haya sido tan afectada en la última década, 
período en le cual se ha producido un proceso continuo y sistemático de desmantelamiento de 

la democracia,21 mediante el proceso paralelo de concentración del poder, y que ha conduci-
do, entre otro aspectos graves, al desmantelamiento de la autonomía e independencia del 

                                            
Tomo I, Democracia: retos y fundamentos, (Compiladora Nuria González Martín), Instituto Electoral 
del Distrito Federal, México 2007, pp. 171-220; “Los problemas de la gobernabilidad democrática en 
Venezuela: el autoritarismo constitucional y la concentración y centralización del poder,” en Diego 
Valadés (Coord.), Gobernabilidad y constitucionalismo en América Latina, Universidad Nacional Autó-
noma de México, México 2005, pp. 73-96 

21
  Véase Allan R. Brewer-Carías, Dismantling Democracy. The Chávez Authoritarian Experi-

ment, Cambridge University Press, New York 2010 
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poder judicial en su conjunto,22 y en particular, al control político por parte del Ejecutivo 
nacional del Tribunal Supremo y de su Sala Constitucional, los cuales han sido puestos al 
servicio del autoritarismo,23 afectando su rol de garantes de la Constitución y de los derecho 
humanos.24 

La propia Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha destacado la gravedad del 
problema, al punto de que en su Informe Anual de 2009, después de analizar la situación de 

los derechos humanos en Venezuela y el deterioro institucional que ha sufrido el país, apuntó 
que todo ello “indica la ausencia de la debida separación e independencia entre las ramas del 
gobierno en Venezuela.”25  

 

 

                                            
22

  Véase, en general, Allan R. Brewer-Carías, “La progresiva y sistemática demolición de la au-
tonomía e independencia del Poder Judicial en Venezuela (1999-2004),” en XXX Jornadas J.M Domin-
guez Escovar, Estado de Derecho, Administración de Justicia y Derechos Humanos, Instituto de Estu-
dios Jurídicos del Estado Lara, Barquisimeto 2005, pp. 33-174; Allan R. Brewer-Carías, “El constitu-
cionalismo y la emergencia en Venezuela: entre la emergencia formal y la emergencia anormal del 
Poder Judicial,” en Allan R. Brewer-Carías, Estudios Sobre el Estado Constitucional (2005-2006), 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 245-269; y Allan R. Brewer-Carías “La justicia some-
tida al poder. La ausencia de independencia y autonomía de los jueces en Venezuela por la interminable 
emergencia del Poder Judicial (1999-2006),” en Cuestiones Internacionales. Anuario Jurídico Villanue-
va 2007, Centro Universitario Villanueva, Marcial Pons, Madrid 2007, pp. 25-57, disponible en  
www.allanbrewercarias.com, (Biblioteca Virtual, II.4. Artículos y Estudios Nº 550, 2007) pp. 1-37. 
Véase también Allan R. Brewer-Carías, Historia Constitucional de Venezuela, Editorial Alfa, Tomo II, 
Caracas 2008, pp. 402-454. 

23
  Véase Allan R. Brewer-Carías,  “El rol del Tribunal Supremo de Justicia en Venezuela, en el 

marco de la ausencia de separación de poderes, producto del régimen autoritario,” en Segundo Congreso 
Colombiano de Derecho Procesal Constitucional, Bogotá D.C., 16 de marzo de 2011, Centro Colom-
biano de Derecho Procesal Constitucional, Universidad Católica de Colombia, Bogotá de Bogotá 2011, 
pp. 85-111; “El juez constitucional al servicio del autoritarismo y la ilegítima mutación de la Constitu-
ción: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela (1999-2009),” en 
Revista de Administración Pública, N° 180, Madrid 2009, pp. 383-418, y en IUSTEL, Revista General 
de Derecho Administrativo, No. 21, junio 2009, Madrid, ISSN-1696-9650; y “Los problemas del control 
del poder y el autoritarismo en Venezuela,” en Peter Häberle y Diego García Belaúnde (Coordinadores), 
El control del poder. Homenaje a Diego Valadés, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad 
Nacional Autónoma de México, Tomo I, México 2011, pp. 159-188. 

24
  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El proceso constitucional de amparo en Venezuela: su uni-

versalidad y su inefectividad en el régimen autoritario,” en Horizontes Contemporáneos del Derecho 
Procesal Constitucional. Liber Amicorum Néstor Pedro Sagüés, Centro de Estudios Constitucionales del 
Tribunal Constitucional, Lima 2011, Tomo II, pp 219-261. 

25
  Véase IACHR, 2009 Annual Report, para. 472, en http://www.cidh.oas.org/annualrep/ 

2009eng/Chap.IV.f.eng.htm. El Presidente de la Comisioó, Felipe González, dijo en abril de 2010: 
“Venezuela es una democracia que tiene graves limitaciones, porque la democracia implica el funcio-
namiento del principio de separación de poderes, y un Poder Judicial libre de factores políticos.” Véase 
en Juan Francisco Alonso, “Últimas medidas judiciales certifican informe de la CIDH,” en El Universal, 
Apr. 4, 2010.  
 Available at http://universo.eluniversal.com/2010/04/04/pol_art_ultimas-medidas-jud_1815 
569. shtml. 
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Esa situación general es, por otra parte, la que permite entender que haya sido la propia 
Presidenta de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Venezuela, quien haya afirma-
do a la prensa en diciembre de 2009, simplemente que “la división de poderes debilita al 
Estado,’ y que “hay que reformarla.”26  

 Y quizás ello lo hizo para respaldar lo que ya un año antes, en agosto de 2008, había 
afirmado el propio Presidente de la República al referirse a un gran grupo de decretos leyes 

que había dictado conforme a una habilitación legislativa ilimitada que había recibido, im-
plementando por lo demás, en forma inconstitucional la reforma constitucional que había 
sido rechazada por el pueblo en referendo de diciembre de 2007. El presidente llegó a decir 
simplemente: “Yo soy la Ley. Yo soy el Estado,”27 repitiendo así las mismas frases que él 
mismo ya había dicho en 2001, aún cuando con un pequeño giro - entonces dijo “La Ley soy 
yo. El Estado soy yo”28-, al referirse también en aquella oportunidad a la sanción inconsulta 

de cerca de 50 decretos leyes violando la Constitución. Esas frases, como sabemos, se atribu-
yeron en 1661 a Luis XIV para calificar el gobierno absoluto de la Monarquía, cuando a la 
muerte del cardenal Gulio Raimondo Mazarino, el Rey mismo asumió el gobierno sin nom-
brar un sustituto como ministro de Estado.  

Pero la verdad histórica es que, y ello que hace aún más grotescas las afirmaciones del 
Presidente venezolano, ni siquiera Luis XIV llegó realmente a expresar esas frases que bus-

caban sólo resumir su decisión de gobernar sin el apoyo de un primer ministro.29 Por ello, 
oírlas de boca de Jefe de Estado de nuestros tiempos, es suficiente para entender la trágica 
situación institucional de Venezuela, precisamente caracterizada por la completa ausencia de 
separación de poderes, de independencia y autonomía del Poder Judicial y, en consecuencia, 
de gobierno democrático.30  

                                            
26

  Véase en Juan Francisco Alonso, “La división de poderes debilita al estado. La presidenta del 
TSJ [Luisa Estela Morales] afirma que la Constitución hay que reformarla,” El Universal, Caracas 5 de 
diciembre de 2009, en http://www.eluniversal.com/2009/12/05/pol_art_morales:-la-divisio_1683109.shtml. 
Véase la exposición completa de la presidenta del Tribunal Supremo en: 

http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasde prensa/notasdeprensa.asp?codigo=7342  
27

  Expresión del Presidente Hugo Chávez Frías, el 28 de agosto de 2008. Ver en Gustavo Coro-
nel, Las Armas de Coronel, 15 de octubre de 2008: 
http://lasarmasdecoronel.blogspot.com/2008/10/yo-soy-la-leyyo-soy-el-estado.html 

28
  Véase en El Universal, Caracas  4–12–01, pp. 1,1 and 2,1. Es también lo único que puede ex-

plicar, que un Jefe de Estado en 2009 pueda calificar a “la democracia representativa, la división de 
poderes y el gobierno alternativo” como doctrinas que “envenenan la mente de las masas.” Véase la 
reseña sobre “Hugo Chávez seeks to cach them young,” The Economist, 22-28 Agosto 2009, p. 33. 

29
  Véase Yves Guchet, Histoire Constitutionnelle Française (1789–1958), Ed. Erasme, Paris 

1990, p.8. 
30

  Véase el resumen de esta situación en Teodoro Petkoff, “Election and Political Power. Chal-
lenges for the Opposition,” en ReVista. Harvard Review of Latin America, David Rockefeller Center for 
Latin American Studies, Harvard University, Fall 2008, pp. 12. Véase además,  Allan R. Brewer-Carías, 
“Los problemas de la gobernabilidad democrática en Venezuela: el autoritarismo constitucional y la 
concentración y centralización del poder,” en Diego Valadés (Coord.), Gobernabilidad y constituciona-
lismo en América Latina, Universidad Nacional Autónoma de México, México 2005, pp. 73-96. 

http://www.eluniversal.com/2009/12/05/pol_art_morales:-la-divisio_1683109.shtml
http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasde%20prensa/notasdeprensa.asp?codigo=7342
http://lasarmasdecoronel.blogspot.com/2008/10/yo-soy-la-leyyo-soy-el-estado.html
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IV.  LA AFECTACIÓN DEL PRINCIPIO DE SEPARACIÓN DE PODERES  POR LA 
PROPIA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL 

En este contexto de afectación de la separación de poderes, en algunos casos, ha sido la 
propia Sala Constitucional el vehículo utilizado por los otros poderes del Estado para secues-
trar y tomar control directo de otras ramas del Poder Público. 

Así sucedió con el Poder Electoral que en Venezuela se concibe como uno de los pode-

res del Estado en la penta división de poderes que establece la Constitución (Poderes ejecuti-
vo, legislativo, judicial, electoral y ciudadano). Esto comenzó en 2002, después de la sanción 
de la Ley Orgánica del Poder Electoral,31 cuando la Sala Constitucional, al declarar sin lugar 
un recurso de inconstitucionalidad que había ejercido el propio Presidente de la República 
contra una Disposición Transitoria de dicha Ley Orgánica, en un obiter dictum consideró que 
dicha Ley era “inaplicable” al entonces en funciones Consejo Nacional Electoral en materia 

de quórum para decidir, impidiéndosele entonces a dicho órgano poder tomar decisión algu-
na, al considerar que debía hacerlo con una mayoría calificada de 4/5 que no estaba prevista 
en la Ley (la cual disponía la mayoría de 3/5).  

Para ello, la Sala “revivió” una previsión que estaba en el derogado Estatuto Electoral 
transitorio que se había dictado en 2000 sólo para regir las elecciones de ese año, y que ya 
estaba inefectivo.32 Con ello, por la composición de entonces del Consejo Nacional Electoral, 

la Sala Constitucional impidió que dicho órgano funcionara y entre otras tareas, que pudiera, 
por ejemplo, darle curso a la iniciativa popular de más de tres millones de firmas de convocar 
un referendo consultivo sobre la revocación del mandato del Presidente de la República.   

En todo caso, ello significó, en la práctica, la parálisis total y absoluta del Poder Electo-
ral, lo que se consolidó por decisión de otra Sala del Tribunal Supremo, la Sala Electoral, 
primero, impidiendo que uno de los miembros del Consejo pudiese votar,33 y segundo, anu-

lando la convocatoria que había hecho el Consejo para un referendo consultivo sobre la revo-
cación del mandato del Presidente.34  

La respuesta popular a estas decisiones, sin embargo, fue una nueva iniciativa popular 
respaldada por tres millones y medio de firmas para la convocatoria de un nuevo referendo 
revocatorio del mandato del Presidente de la República, para cuya realización resultaba in-
dispensable designar los nuevos miembros del Consejo Nacional Electoral.  

La bancada oficialista en la Asamblea Nacional no pudo hacer por si sola dichas desig-
naciones, pues en aquél entonces no controlaba la mayoría de los 2/3 de los diputados que se 
requerían para ello, por lo que ante la imposibilidad o negativa de llegar a acuerdos con la 

                                            
31

  Véase en Gaceta Oficial  No. 37.573 de 19-11-2002 
32

  Véase Sentencia N° 2747 de 7 de noviembre de 2002 (Exp. 02-2736) 
33

  Véase Sentencia N° 3 de 22 de enero de 2003 (Caso: Darío Vivas y otros). Véase en Allan R. 
Brewer-Carías, “El secuestro del Poder Electoral y de la Sala Electoral del Tribunal Supremo y la con-
fiscación del derecho a la participación política mediante el referendo revocatorio presidencial: Vene-
zuela: 2000-2004,”en Revista Costarricense de Derecho Constitucional, Tomo V, Instituto Costarricen-
se de Derecho Constitucional, Editorial Investigaciones Jurídicas S.A., San José 2004, pp. 167-312. 

34
  Véase Sentencia Nº 32 de 19 de marzo de 2003 (Caso: Darío Vivas y otros). Véase Allan R. 

Brewer-Carías, en “El secuestro del Poder Electoral y la confiscación del derecho a la participación 
política mediante el referendo revocatorio presidencial: Venezuela 2000-2004,” en Revista Jurídica del 
Perú, Año LIV Nº 55, Lima, marzo-abril 2004, pp. 353-396. 
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oposición, y ante la perspectiva de que no se nombraran los miembros del Consejo Nacional 
Electoral, la vía que se utilizó para lograrlo, bajo el total control del gobierno, fue que la Sala 
Constitucional lo hiciera.  

Para ello, se utilizó la vía de decidir un recurso de inconstitucionalidad contra la omi-
sión legislativa en hacer las designaciones, que se había intentado, de manera que al decidir 
el recurso, la Sala, en lugar de exhortar a la Asamblea Nacional para que hiciera los nombra-

mientos como correspondía, procedió a hacerlo directamente, usurpando la función del Le-
gislador, y peor aún, sin cumplir con las condiciones constitucionales requeridas para hacer 
los nombramientos.35 Con esta decisión, la Sala Constitucional le aseguró al gobierno el 
completo control del Consejo Nacional Electoral, secuestrando a la vez el derecho ciudadano 
a la participación política, y permitiendo al partido de gobierno manipular los resultados 
electorales. 

La consecuencia de todo ello ha sido que las elecciones que se han celebrado en Vene-
zuela durante la última década, han sido organizadas por una rama del Poder Público supues-
tamente independiente pero tácticamente controlada por el gobierno, totalmente parcializada. 
Esa es la única explicación que se puede dar, por ejemplo, al hecho de que aún hoy día se 
desconozca cuál fue el resultado oficial de la votación efectuada en el referendo aprobatorio 
de 2007 mediante el cual se rechazó la reforma constitucional propuesta por el Presidente de 

la República. Ello es igualmente lo que explica que se pudiera sancionar la Ley Orgánica de 
los Procesos Electorales en 2008, para materialmente, en fraude a la Constitución, eliminar la 
representación proporcional en la elección de los diputados a la Asamblea Nacional, al punto 
de que en las elecciones legislativas de septiembre de 2010, con una votación inferior al 
cincuenta por ciento de los votos, el partido oficial obtuvo casi los 2/3 de diputados a la 
Asamblea Nacional.  

*** 

El principio de la separación de poderes, como principio fundamental del ordenamiento 
constitucional, no es ni puede ser considerado solamente como un principio técnico de orga-
nización del Estado, para solamente asegurar el adecuado ejercicio de las diversas funciones 
estatales por parte de los diversos órganos que ejercen el Poder Público. Al contrario, tiene 
que se considerado como un principio esencial de la configuración del Estado constitucional 

y democrático de derecho, el cual sin duda tiene un carácter ideológico vinculado al libera-
lismo democrático, concebido para asegurar el sistema de control y limitación del poder que 
le es esencial. Su justificación, precisamente es esa: asegurar la libertad y la vigencia de los 
derechos fundamentales mediante la limitación y control del poder.  

Por tanto, todo proceso tendiente a desvirtuarlo y reducirlo a ser un mero instrumento 
técnico, maleable por el poder, permitiendo su concentración en uno de los poderes del Esta-

do, no es sino el signo más característico de todos los autoritarismos.  
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